
  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ  

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2015-00139-00 

Demandante:   JUAN JOSÉ GÓMEZ ARUEÑA 

Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo denominado 

“08LiquidacionCostas” del expediente electrónico, por valor de cero pesos 

($0), teniendo en cuenta que no se fijaron agencias en derecho en primera 

y segunda instancia y no se demostraron expensas y gastos hechos por parte 

de la beneficiaria de la condena, es decir, Superintendencia de Industria y 

Comercio, de conformidad con lo establecido en el artículo 3662 del CGP, 

aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del CPACA. 

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “08LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico. 

 

SEGUNDO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 
1 Archivo 05AutoObedecimiento del expediente electrónico 
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. OM 

Revisó: Germán Camargo. PU 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ  

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2016-00151-00 

Demandante:   ZAI CARGO E.U. 

Demandado:  DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN 

U.A.E. 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico, por valor de setecientos siete mil cuatrocientos pesos 

($707.400), teniendo en cuenta las agencias en derecho fijadas en primera y 

segunda instancia, y que no se demostraron expensas y gastos hechos por 

parte de la beneficiaria de la condena, es decir, Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales - DIAN, de conformidad con lo establecido en el artículo 

3662 del C.G.P., aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del 

C.P.A.C.A.  

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho, 

 

 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico  
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico.  

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 14 de junio de 2018, para el efecto, por Secretaría, 

envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. O.M 

Revisó: Germán Camargo. P.U 

 

 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ  

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2016-00202-00 

Demandante:   UNE EPM TELECOMUNICACIONES S.A. 

Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico, por valor de dos millones trescientos noventa mil 

ochenta pesos ($2.390.080), teniendo en cuenta las agencias en derecho 

fijadas en primera y segunda instancia, y que no se demostraron expensas y 

gastos hechos por parte de la beneficiaria de la condena, es decir, 

Superintendencia de Industria y Comercio, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 3662 del C.G.P., aplicable al caso por remisión 

expresa del artículo 188 del C.P.A.C.A.  

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico  
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico.  

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 5 de diciembre de 2017, para el efecto, por 

Secretaría, envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. O.M 

Revisó: Germán Camargo. P.U 

 

 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C 

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2016-00265-00 

Demandante:   NEW EXPRESS MAIL S.A.S. 

Demandado:  DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN 

U.A.E. 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico, por valor de setecientos siete mil cuatrocientos pesos 

($707.400), teniendo en cuenta las agencias en derecho fijadas en primera y 

segunda instancia, y que no se demostraron expensas y gastos hechos por 

parte de la beneficiaria de la condena, es decir, Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales - DIAN, de conformidad con lo establecido en el artículo 

3662 del C.G.P., aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del 

C.P.A.C.A.  

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho, 

 

RESUELVE: 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico  
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico.  

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 5 de diciembre de 2017, para el efecto, por 

Secretaría, envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. O.M 

Revisó: Germán Camargo. P.U 

 

 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C 

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2017-00185-00 

Demandante:   ZAI CARGO S.A.S. 

Demandado:  DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN 

U.A.E. 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo denominado 

“06LiquidacionCostas” del expediente electrónico, por valor de cero pesos 

($0), teniendo en cuenta que no se fijaron agencias en derecho en primera 

y segunda instancia y que no se demostraron expensas y gastos hechos por 

parte de la beneficiaria de la condena, es decir, Dirección de Impuestos y 

Aduanas Nacionales - DIAN, de conformidad con lo establecido en el artículo 

3662 del CGP, aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del 

CPACA. 

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico 
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico. 

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 24 de mayo de 2019, para el efecto, por 

Secretaría, envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. OM 

Revisó: Germán Camargo. PU 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C 

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2018-00046-00 

Demandante:   COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P. 

Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo denominado 

“06LiquidacionCostas” del expediente electrónico, por valor de cero pesos 

($0), teniendo en cuenta que no se fijaron agencias en derecho en primera 

y segunda instancia y que no se demostraron expensas y gastos hechos por 

parte de la beneficiaria de la condena, es decir, Superintendencia de 

Industria y Comercio, de conformidad con lo establecido en el artículo 3662 

del CGP, aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del CPACA. 

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 

 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico 
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico. 

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 24 de octubre de 2019, para el efecto, por 

Secretaría, envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. OM 

Revisó: Germán Camargo. PU 

 



  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

BOGOTÁ D.C 

 

 

Bogotá D.C., 29 de abril de 2021 

 

Expediente:         11001-33-34-004-2018-00063-00 

Demandante:   EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. 

Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

 

Asunto: Aprueba liquidación de costas 

 

Mediante auto del 11 de marzo de 2021, se dispuso obedecer y cumplir lo 

resuelto por el Superior y ordenó que por Secretaría se liquidaran las costas 

procesales.1 

 

En cumplimiento de lo anterior, la Secretaría de este Despacho realizó la 

liquidación de costas visible en el archivo denominado 

“06LiquidacionCostas” del expediente electrónico, por valor de cero pesos 

($0), teniendo en cuenta que no se fijaron agencias en derecho en primera 

y segunda instancia y que no se demostraron expensas y gastos hechos por 

parte de la beneficiaria de la condena, es decir, Superintendencia de 

Industria y Comercio, de conformidad con lo establecido en el artículo 3662 

del CGP, aplicable al caso por remisión expresa del artículo 188 del CPACA. 

En atención a que la liquidación elaborada por la Secretaría del Juzgado se 

encuentra ajustada a derecho; el Despacho,  

 

RESUELVE: 

 

 

 
1 Archivo 04AutoObedecimiento del expediente electrónico 
2 Artículo 366. Liquidación. 

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera 

o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de 

obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas: 

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. 

2. Al momento de liquidar, el secretario tomará en cuenta la totalidad de las condenas que se hayan impuesto en los autos que hayan 

resuelto los recursos, en los incidentes y trámites que los sustituyan, en las sentencias de ambas instancias y en el recurso extraordinario 

de casación, según sea el caso. 

3. La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada 

con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las 

agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado. 

Los honorarios de los peritos contratados directamente por las partes serán incluidos en la liquidación de costas, siempre que 

aparezcan comprobados y el juez los encuentre razonables. Si su valor excede los parámetros establecidos por el Consejo Superior de 

la Judicatura y por las entidades especializadas, el juez los regulará. 

4. Para la fijación de agencias en derecho deberán aplicarse las tarifas que establezca el Consejo Superior de la Judicatura. Si aquellas 

establecen solamente un mínimo, o este y un máximo, el juez tendrá en cuenta, además, la naturaleza, calidad y duración de la 

gestión realizada por el apoderado o la parte que litigó personalmente, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales, sin 

que pueda exceder el máximo de dichas tarifas. 

5. La liquidación de las expensas y el monto de las agencias en derecho solo podrán controvertirse mediante los recursos de reposición 

y apelación contra el auto que apruebe la liquidación de costas. La apelación se concederá en el efecto diferido, pero si no existiere 

actuación pendiente, se concederá en el suspensivo. 

6. Cuando la condena se imponga en la sentencia que resuelva los recursos de casación y revisión o se haga a favor o en contra de 

un tercero, la liquidación se hará inmediatamente quede ejecutoriada la respectiva providencia o la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según el caso. 
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PRIMERO.: Aprobar la liquidación de costas elaborada por la Secretaría de 

este Juzgado, visible en el archivo denominado “06LiquidacionCostas” del 

expediente electrónico. 

 

SEGUNDO.: Ejecutoriado este auto, dese cumplimiento a lo ordenado en el 

ordinal tercero del fallo del 20 de junio de 2019, para el efecto, por Secretaría, 

envíese el expediente a la Oficina de Apoyo para los Juzgados 

Administrativos de Bogotá. 

 

TERCERO.: Cumplido lo anterior, ARCHÍVESE el expediente, previas 

anotaciones de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

 Juez  
Elaboró: Elizabeth Muñoz. OM 

Revisó: Germán Camargo. PU 
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2018 – 00202 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Colombia Móvil S.A. E.S.P 

Demandados: Nación- Ministerio de Tecnologías de la Información 

y las Comunicaciones   

 

 

Asunto: Fija litigio – Resuelve solicitud probatoria - Ordena correr traslado 

para alegatos de conclusión. 

 

Mediante auto del 20 de febrero de 20201, se programó audiencia inicial 

para el 26 de marzo de la misma anualidad, la cual no se pudo llevar a cabo 

atendiendo la suspensión de términos desde el 16 de marzo hasta el 30 de 

junio de 2020, en virtud de lo establecido por el Consejo Superior de la 

Judicatura2, teniendo en cuenta la declaratoria de estado de emergencia 

sanitaria hecha por el Ministerio de Salud mediante el Decreto 385 de 12 de 

marzo de 2020 y el Estado de Emergencia Económica, Ecológica y Social 

declarado por el Presidente de la República, mediante el Decreto 417 de 17 

de marzo de 2020. 

 

Ahora, seria del caso fijar nueva fecha para llevar a cabo audiencia inicial 

de que trata el artículo 180 del CPACA. No obstante, se dan los presupuestos 

previstos del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, como pasará a explicarse: 

 

El Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo No. 806 de 20203, el cual 

dispuso en su artículo 13 que el juez contencioso administrativo deberá 

dictar sentencia anticipada, entre otras oportunidades, “1. Antes de la 

audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no fuere 

necesario practicar pruebas (…)”.  

 

Luego, el artículo 42 de la Ley 2080 de 20214, adicionó el artículo 182A al 

C.P.A.C.A., introduciendo  la sentencia anticipada, así: 

 
“ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 

1. Antes de la audiencia inicial: 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 

b) Cuando no haya que practicar pruebas; 

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 

demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 

desconocimiento; 

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 

inútiles. 

 
1 Archivo, “16AutoFijaFechaAudienciaInicial”. 
2 Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, 

PCSJA20-11556 y PCSJA20-11567 de 2020. 
3 Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, 

en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica 
4 Por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - 

Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

ante la jurisdicción.  
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El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas 

cuando a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del 

Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 

 

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso 

final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 

 

No obstante estar cumplidos los presupuestos para proferir sentencia anticipada con 

base en este numeral, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la 

audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 

179 y 180 de este código. 

 

2. En cualquier estado del proceso, cuando las partes o sus apoderados de común 

acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 

 

Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará traslado para 

alegar dentro de ella. Si se hace por escrito, las partes podrán allegar con la petición 

sus alegatos de conclusión, de lo cual se dará traslado por diez (10) días comunes al 

Ministerio Público y demás intervinientes. El juzgador rechazará la solicitud cuando 

advierta fraude o colusión. 

 

Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse 

conjuntamente con estos. Con la aceptación de esta petición por parte del juez, se 

entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra 

decisiones interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver. 

 

3. En cualquier estado del proceso, cuando el juzgador encuentre probada la cosa 

juzgada, la caducidad, la transacción, la conciliación, la falta manifiesta de 

legitimación en la causa y la prescripción extintiva. 

 

4. En caso de allanamiento o transacción de conformidad con el artículo 176 de este 

código. 

 

PARÁGRAFO. En la providencia que corra traslado para alegar, se indicará la razón 

por la cual dictará sentencia anticipada. Si se trata de la causal del numeral 3 de este 

artículo, precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará. 

Surtido el traslado mencionado se proferirá sentencia oral o escrita, según se 

considere. No obstante, escuchados los alegatos, se podrá reconsiderar la decisión 

de proferir sentencia anticipada. En este caso continuará el trámite del proceso.”- 

Negrillas fuera de texto-  

 

En ese orden, en primer lugar, se evidencia que la parte demandada dentro 

de la oportunidad procesal correspondiente5 dio contestación a la 

demanda proponiendo excepciones denominadas “presunción de 

legalidad y la genérica” 6.  

 

Al respecto se tiene que, las mismas no son excepciones propiamente 

dichas, sino argumentos de defensa que corresponderá resolver con el 

fondo del asunto.  

 

De igual forma, se advierte que no se propusieron excepciones previas, 

como tampoco se encontraron probadas las excepciones de cosa juzgada, 

caducidad, transacción, conciliación, la falta manifiesta de legitimación en 

la causa y prescripción extintiva. 

 

En segundo lugar, conforme a la norma en cita, en el presente asunto nos 

encontramos frente a la primera situación, pues pese a que se fijó fecha 

 
5 Archivo “15IngresoContestacionDemanda” 
6 Archivo “12ContestacionDemanda”, página 10 
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para celebrar audiencia inicial, la misma no se celebró conforme se explicó 

en precedencia. En tales circunstancias, corresponde realizar 

pronunciamiento sobre las pruebas solicitadas, fijar el litigio y correr traslado 

para que las partes presenten sus alegatos de conclusión. Igualmente, se 

precisa que la sentencia se proferirá por escrito. 

 

No obstante, para el mejor desarrollo del presente auto en primer lugar se 

fijará el litigio, luego se resolverá sobre las pruebas solicitadas y finalmente 

se ordenará correr traslado para alegar. 

 

FIJACIÓN DEL LITIGIO 

 

Para el efecto, el Despacho efectuará un recuento de los supuestos 

fácticos de la Litis. Al respecto, el apoderado del ente ministerial manifestó 

su oposición respecto de todos los hechos de la demanda. Así las cosas, 

tenemos:  

 

1. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones abrió 

investigación administrativa mediante la formulación de cargos en contra 

de la empresa demandante mediante el Auto No. 1530 del 15 de diciembre 

de 2015, por la presunta comisión de la infracción establecida en el numeral 

11 del artículo 52 del Decreto Ley 1900 de 1990, esto es, inexactitud en la 

información reportada en el Formato F13 “tráfico de voz proveedores de 

redes y servicios móviles conectividad nacional e internacional a internet”  

 

2. La empresa demandante fue declarada responsable por la comisión de 

las infracciones mencionadas, mediante la Resolución No. 1851 de 30 de 

septiembre de 2016 y se le impuso sanción de multa equivalente a 31 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes.  

 

3. El 17 noviembre de 2016, la sociedad demandante interpuso recurso de 

reposición y en subsidio de apelación contra la resolución sancionatoria.  

 

4. Mediante Resolución No. 989 del 28 de abril de 2017, la entidad 

demandada resolvió el recurso de reposición confirmando la sanción y 

concediendo el recurso de apelación.  

 

5. A través de Resolución No. 2821 del 19 de octubre de 2017, se resolvió el 

recurso de apelación, modificando la multa impuesta a 8 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes para el año 2014.  

 

6. Dicha decisión fue notificada por correo electrónico el 23 de octubre de 

2017.   

 

En ese orden, el Despacho considera que los problemas jurídicos a resolver 

son los siguientes: 
 

1. ¿Los actos demandados adolecen de nulidad por infracción de las 

normas en que deberían fundarse, por inobservancia del debido 

proceso, derecho de defensa y la ausencia de tipicidad de la 

infracción endilgada?  
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2. ¿El ente ministerial demandado impuso sanción pecuniaria con 

violación de los artículos 6 y 29 de la Constitución Política y del 

principio de proporcionalidad?  

 

RESPECTO A LAS SOLICITUDES PROBATORIAS 

 

Así las cosas, se procede a resolver sobre las pruebas pedidas por las partes: 

 

POR LA PARTE DEMANDANTE 

 

DOCUMENTALES: 

 

Se aportan con la demanda los documentos que obran en el archivo 

“01DemandaYAnexos”, páginas 1 a 139 los cuales se decretarán como 

pruebas con el valor legal que les corresponda. 

 

Se denegará tener como prueba el certificado de existencia y 

representación legal de la sociedad demandante, pues no está 

encaminado a probar ninguno de los hechos de la demanda y se constituye 

como un anexo obligatorio de la misma, para corroborar la calidad en que 

actúa el apoderado del proceso. 

 

Igualmente, se denegará tener como prueba el acta de diligencia de 

conciliación, dado que ésta es un anexo obligatorio de la demanda para 

probar el cumplimiento del requisito de procedibilidad previsto en el numeral 

1 del artículo 161 del C.P.A.C.A, modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 

de 2021.  

 

SOLICITADAS MEDIANTE OFICIO: 

 

Solicitó que se oficiara a la Nación - Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones para que aportaran los antecedentes 

administrativos que dieron origen a los actos demandados.  

 

En relación con dicha prueba, se denegará por innecesaria habida cuenta 

que obra dentro del plenario, conforme se advierte en el archivo 

“08ExpedienteAdministrativoMinTic”.  

 

POR LA PARTE DEMANDADA 

 

DOCUMENTALES: 

 

Se allegó los antecedentes administrativos que obran en el archivo 

“08ExpedienteAdministrativoMinTic”, los cuales se tendrán como prueba 

con el valor que la ley les asigne.   

 

 

Conforme a lo expuesto, y dado que en este asunto no es necesario 

practicar pruebas adicionales, se incorporan las solicitadas oportunamente 

y se ordenará cerrar el debate probatorio. 
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TRASLADO PARA ALEGAR 

 

Conforme a lo expuesto, y de acuerdo con lo establecido en el parágrafo 

del artículo 42 de la Ley 2080, se evidencia que: i) el presente asunto es de 

puro derecho, por cuanto se debe determinar sí la Nación- Ministerio de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones al imponer sanción 

pecuniaria a Colombia Móvil S.A., transgredió los derechos fundamentales 

al debido proceso, de defensa y el principio de proporcionalidad. De tal 

manera que se debe realizar una confrontación de los actos acusados con 

las normas invocadas y el concepto de violación; ii) las pruebas solicitadas 

se tratan de documentales y frente a las mismas no se formuló su tacha; y, 

iii) por parte del Despacho no se evidencia la necesidad de decretar 

pruebas de oficio. 

 

Por consiguiente, se dispondrá correr traslado para alegar de conclusión y 

proferir sentencia anticipada en los términos descritos en la referida norma. 

 
OTRAS DETERMINACIONES 

 

Finalmente, se advierte a las partes que de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 186 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 

20217, deberán enviar un ejemplar de sus actuaciones a los correos 

electrónicos de los demás sujetos procesales e intervinientes en el proceso, 

en concordancia con lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 78 del 

C.G.P8. 

 

Del mismo modo, se precisa que los memoriales dirigidos al presente proceso 

deberán ser remitidos en medio digital, al correo electrónico de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

Por lo expuesto el Juzgado 4 Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - PRESCINDIR de la audiencia inicial de que trata el artículo 180 del 

 
7 Artículo 46. Modifíquese el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: Artículo 186. Actuaciones a través de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones. Todas las actuaciones judiciales susceptibles de surtirse en forma escrita 

deberán realizarse a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones, siempre y cuando en su envío y recepción 

se garantice su autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la ley. La autoridad judicial 

deberá contar con mecanismos que permitan acusar recibo de la información recibida, a través de este medio. 

Las partes y sus apoderados deberán realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de las tecnologías de 

la información y las comunicaciones. Suministrarán al despacho judicial y a todos los sujetos procesales e intervinientes, el canal 

digital para que a través de este se surtan todas las actuaciones y notificaciones del proceso o trámite. Así mismo, darán 

cumplimiento al deber establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del Proceso. 

El Consejo Superior de la Judicatura adoptará las medidas necesarias para implementar el uso de las tecnologías de la información 

y las comunicaciones en todas las actuaciones que deba conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
8 Artículo 78. Deberes de las partes y sus apoderados. Son deberes de las partes y sus apoderados: 

(…) 

14. Enviar a las demás partes del proceso después de notificadas, cuando hubieren suministrado una dirección de correo 

electrónico o un medio equivalente para la transmisión de datos, un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso. Se 

exceptúa la petición de medidas cautelares. Este deber se cumplirá a más tardar el día siguiente a la presentación del memorial. 

El incumplimiento de este deber no afecta la validez de la actuación, pero la parte afectada podrá solicitar al juez la imposición 

de una multa hasta por un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv) por cada infracción. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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C.P.A.C.A y en consecuencia ADVERTIR que se proferirá SENTENCIA 

ANTICIPADA por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO. - FIJAR EL LITIGIO conforme quedó establecido en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

TERCERO. - TENER como pruebas con el valor legal que les corresponden los 

documentos que obran en el archivo “01DemandaYAnexos”, páginas 1 a 

139 y los que componen los antecedentes administrativos ubicados en el 

archivo “08ExpedienteAdministrativoMinTic”, conforme lo expuesto en esta 

providencia. 

 

CUARTO: DENEGAR la prueba solicitada por el apoderado de la sociedad 

demandante consistente en oficiar a la Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones para que allegue los antecedentes 

administrativos que dieron origen a los actos administrativos demandados, 

por lo expuesto en esta providencia. 

 

QUINTO: DECLARAR cerrado el debate probatorio.  

 

SEXTO: CORRER TRASLADO para que las partes presenten sus alegatos de 

conclusión, dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de la presente 

providencia, conforme lo establecido en el inciso segundo del numeral 1º 

del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, en concordancia con el inciso final 

del artículo 181 del C.P.A.C.A; término dentro del cual, el Ministerio Público 

también podrá rendir concepto si a bien lo tiene. 

 

SÉPTIMO: ADVERTIR a las partes que de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 186 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 

2021, deberán enviar un ejemplar de sus actuaciones a los correos 

electrónicos de los demás sujetos procesales e intervinientes en el proceso, 

en concordancia con lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 78 del C.G.P. 

 

PARÁGRAFO: Los memoriales dirigidos al presente proceso, deberán ser 

remitidos en medio digital, ÚNICAMENTE al correo electrónico de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 

 

 
FNQR 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Bogotá, 29 de abril de 2021 

 

EXPEDIENTE:  11001-33-34-004-2018-00426-00 

DEMANDANTE: EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE BOGOTÁ S.A. E.S.P. 

– ETB S.A. E.S.P. 

DEMANDADO: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto: Ordena vincular – reconoce personería 

 

Visto el informe secretarial que antecede1, revisado el expediente y teniendo 

en cuenta que el término de traslado de la demanda se encuentra vencido, 

procede el Despacho a resolver lo que corresponde. 

 

Verificados los actos administrativos y los documentos aportados con la 

contestación de la demanda, se observa que la Superintendencia de 

Industria y Comercio, impuso una sanción pecuniaria a la empresa 

demandante por transgredir lo previsto en los numerales 6 y 12 de los artículos 

53 y 64 de la Ley 1341 de 2009, los literales g) y h) del numeral 10.1 de artículo 

10 de la Resolución CRC 3066 de 2011, en razón a la queja presentada por 

Crisanto Penagos, quien interpuso queja, como usuario de servicios de 

telefonía fija2. 

 

De acuerdo con lo anterior, se considera que, a fin de propender por la 

garantía de los derechos de Crisanto Penagos, como titular de la línea 

telefónica de la actuación administrativa hoy acusada, es necesario que sea 

vinculado.  

 

Así las cosas y en uso de las facultades conferidas por el artículo 207 del 

C.P.A.C.A., se saneará el proceso ordenando vincular al señor Crisanto 

Penagos, por asistirle un interés directo a fin de que pueda ejercer su derecho 

de defensa y contradicción. 

 

De otro lado, obra en las páginas 22 a 27 del archivo “05Folios113al135” del 

expediente electrónico, poder que fue conferido por la Jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica de la Superintendencia de Industria y Comercio, a la 

abogada Andrea Carolina Valero Pinilla, junto con sus respectivos anexos, 

quien contestó la demanda dentro del término. De tal manera, que se le 

reconocerá personería para actuar conforme al poder y anexos aportados.  

 

Finalmente, se advierte a las partes que de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 186 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 

20213, deberán enviar un ejemplar de sus actuaciones a los correos 

 
1 Archivo 08 del expediente electrónico 
2 “Por no atender de manera efectiva, integral y definitiva a las favorabilidades reconocidas en la decisión empresarial CUN: 4347-

14-0003264051 del 30 de septiembre de 2014, en favor de Crisanto Penagos”. Expediente Administrativo 15-46995 del Archivo 06 del 

expediente electrónico  
3 Artículo 46. Modifíquese el artículo 186 de la Ley 1437 de 2011, el cual quedará así: Artículo 186. Actuaciones a través de las 

tecnologías de la información y las comunicaciones. Todas las actuaciones judiciales susceptibles de surtirse en forma escrita 

deberán realizarse a través de las tecnologías de la información y las comunicaciones, siempre y cuando en su envío y recepción 

se garantice su autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la ley. La autoridad judicial deberá 

contar con mecanismos que permitan acusar recibo de la información recibida, a través de este medio.  

Las partes y sus apoderados deberán realizar sus actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de las tecnologías de la 

información y las comunicaciones. Suministrarán al despacho judicial y a todos los sujetos procesales e intervinientes, el canal digital 

para que a través de este se surtan todas las actuaciones y notificaciones del proceso o trámite. Así mismo, darán cumplimiento a! 

deber establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del Proceso.  

El Consejo Superior de la Judicatura adoptará las medidas necesarias para implementar el uso de las tecnologías de la información 

y las comunicaciones en todas las actuaciones que deba conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
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electrónicos de los demás sujetos procesales e intervinientes en el proceso, 

en concordancia con lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 78 del C.G.P.4. 

 

Del mismo modo, se precisa que los memoriales dirigidos al presente proceso 

deberán ser remitidos en medio digital ÚNICAMENTE, al correo electrónico de 

la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

En consecuencia, el Despacho; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: VINCULAR al señor Crisanto Penagos, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 437.996, como tercero con interés directo en el presente 

proceso, conforme a las consideraciones expuestas en este proveído.  

 

SEGUNDO: La parte demandante deberá, en el término de cinco (5) días, 

posteriores a la ejecutoria de esta providencia, notificar vía canal digital, esto 

es, a través del buzón de mansajes de datos karyto.lopez@yahoo.com5, 

anexando la demanda, sus anexos, el escrito de subsanación (si lo hubiere y 

sus anexos), el auto admisorio del 13 de diciembre de 20186 y esta 

providencia, conforme lo establece el artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado 

por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, en concordancia con el artículo 8 

del Decreto 806 de 2020.  

 

Parágrafo primero. - De dicha actuación, la parte demandante deberá 

allegar las evidencias correspondientes, particularmente la comunicación 

remitida al canal digital del tercero vinculado. En el evento en que la parte 

demandante cuente con sistemas de confirmación, deberá adjuntar las 

constancias que estos emitan.  

 

Parágrafo segundo. – La notificación personal del tercero vinculado, se 

entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío 

del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de 

la notificación, conforme a lo establecido en el inciso 3º del artículo 8 del 

Decreto 806 de 2020 y el artículo 199 del C.P.A.C.A. modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2020 (inciso 4). 

 

Parágrafo tercero. - En el evento que no logre acreditar el envío de la 

demanda y sus anexos, el escrito de subsanación (si lo hubiere y sus anexos), 

el auto admisorio y de la presente providencia al canal digital del vinculado 

deberá acreditar dicha circunstancia al Despacho, para proveer de 

conformidad.   

 

Parágrafo cuarto. – La parte demandante deberá acreditar el trámite de 

esta notificación conforme lo dispuesto en este numeral, previo a que se 

proceda, por Secretaría, a la contabilización del término de traslado de la 

 
4 Artículo 78. Deberes de las partes y sus apoderados. Son deberes de las partes y sus apoderados:  

(…) 

14. Enviar a las demás partes del proceso después de notificadas, cuando hubieren suministrado una dirección de correo electrónico 

o un medio equivalente para la transmisión de datos, un ejemplar de los memoriales presentados en el proceso. Se exceptúa la 

petición de medidas cautelares. Este deber se cumplirá a más tardar el día siguiente a la presentación del memorial.  El 

incumplimiento de este deber no afecta la validez de la actuación, pero la parte afectada podrá solicitar al juez la imposición de 

una multa hasta por un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv) por cada infracción.  
5 Dirección reportada en los actos administrativos acusados, ver archivos 02, 03 y 08 del expediente electrónico, y archivo  
6 Página 3-6 del Archivo 05 del Expediente electrónico 

mailto:karyto.lopez@yahoo.com
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demanda al tercero vinculado.  En caso de incumplimiento de esta carga, 

se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 del C.P.A.C.A. 

 

TERCERO: CORRER TRASLADO de la demanda en los términos de lo 

dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A., al señor Crisanto Galindo.  

 

CUARTO: Reconocer personería a la doctora Andrea Carolina Valero 

Pinilla, identificado con el número de cédula 1.015.456.231 y portadora de 

la tarjeta profesional 314.727 del Consejo Superior de la Judicatura, para 

actuar como apoderada de La Superintendencia de Industria y Comercio, 

en los términos y condiciones del poder y anexos que obran en las páginas 

22 a 27 del archivo “05Folios113al135” de la subcarpeta 

“02CuiadernoPrincipal2” de expediente electrónico. 

 

QUINTO: ADVERTIR a las partes que de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 186 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 46 de la Ley 2080 de 

2021, deberán enviar un ejemplar de sus actuaciones a los correos 

electrónicos de los demás sujetos procesales e intervinientes en el proceso, 

en concordancia con lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 78 del C.G.P. 

 

PARÁGRAFO: Los memoriales dirigidos al presente proceso, deberán ser 

remitidos en medio digital, ÚNICAMENTE al correo electrónico de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 
Emr 
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Bogotá, 29 de abril de 2021 

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2020 – 00125 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento 

Demandante: Manufacturas de Cemento S.A., en Reorganización   

Demandado: Superintendencia de Industria y Comercio   

 

 

Mediante auto del 5 de noviembre de 20201, se resolvió entre otros, declarar 

la falta de competencia del Despacho para conocer el asunto bajo estudio 

y, en consecuencia, remitir el expediente vía correo electrónico al Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca- Sección Primera. 

 

Al respecto, se observa que, dentro del término de ejecutoria de la 

mencionada providencia, la sociedad demandante allegó memorial2 

solicitando “(…) radicar e incluir en el expediente de la referencia el memorial y 

los anexos adjuntos.” 

 

Posteriormente, allega solicitud3 en la que señala que i) atendiendo las 

competencias del Tribunal Administrativo de Cundinamarca- Sección 

Primera, presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en 

contra de las Resoluciones Nos. 39386 del 26 de agosto y 68412 del 29 de 

noviembre de 2019, ii) el 1 de julio de 2020, le fue adjudicado el número de 

radicado 25000234100020200032600, conforme al acta de reparto, 

Despacho que corresponde a la Magistrada Claudia Elizabeth Lozzi 

Moreno; iii) el proceso se encuentra para estudio de admisión.  

 

Con fundamento en lo anterior, pide remitir el expediente electrónico 

conforme fue ordenado a través del numeral 3 del proveído anteriormente 

referido, al proceso que se tramita ante el superior funcional. 

 

Así las cosas y habida consideración que obra proceso de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante el Despacho de la Magistrada Claudia 

Elizabeth Lozzi Moreno de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca4, en el cual se ventilan las mismas pretensiones que fueron 

planteadas ante esta instancia judicial, se ordenará que por Secretaria se 

remita vía correo electrónico con destino a dicha corporación y al número 

de proceso 25000234100020200032600, el expediente electrónico 

correspondiente a la demanda de la referencia.   

 

Por lo anterior, el Despacho; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Remitir por Secretaría del Juzgado el expediente electrónico 

correspondiente a la demanda y sus anexos del proceso de la referencia, 

 
1 Archivo “06AutoRemiteCompetencia” 
2 Archivo “08DteInformaProcesoTAC”, páginas 2 y 3.   
3 Archivo “10DteSolicitaRemitirTAC”, páginas 5 a  
4 Archivo “09AnexoDteInformaProcesoTAC” 
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vía correo electrónico, al proceso No. 25000234100020200032600, por las 

razones expuestas en precedencia.      

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 
 

FNQR 

A.S 
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Bogotá, 29 de abril de 2021 

 

Referencia:     11001 – 3334 – 004 – 2020 – 00180 – 00 

Medio de Control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Carlos Mario Isaza Serrano 

Demandado: Bogotá D.C. – Alcaldía Mayor – Concejo 

Distrital 

 

Mediante memorial allegado el 10 de febrero de los corrientes, el 

demandante solicitó la acumulación de este proceso, con el proceso No. 

11001333400120200017200 que cursa en el Juzgado Primero Administrativo 

del Circuito de Bogotá, y en el que se estarían planteando las mismas 

pretensiones propuestas en este proceso, de nulidad del Acuerdo No. 767 

de 2020 proferido por el Concejo Distrital de Bogotá. 

 

Ahora bien, mediante memorial allegado el 21 de abril de los corrientes, el 

demandante también solicita la acumulación con el proceso No. 

11001333400520200013800 que cursa en el Juzgado Quinto Administrativo 

del Circuito de Bogotá. 

 

Vale señalar que, el demandante menciona que el competente para 

conocer de los procesos acumulados podría ser el Juzgado Quinto 

Administrativo, teniendo en cuenta que el auto admisorio de la demanda 

se profirió antes que en los demás procesos que se mencionaron, pero 

también indica que podría ser este Despacho, teniendo en cuenta que se 

profirió auto negando medidas cautelares, antes que en los demás. 

 

Así las cosas, para resolver la solicitud de acumulación hecha por el 

demandante, es necesario solicitar a los Juzgados Primero y Quinto 

Administrativos del Circuito de Bogotá, que certifiquen el estado actual de 

cada uno de los procesos mencionados, así como las fechas en que se 

profirió el auto admisorio de la demanda y se notificó a la parte 

demandada, y remitan copia de la demanda allegada en cada caso. 

 

Por lo expuesto, el Despacho;  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Por Secretaría, OFICIAR al Juzgado Primero Administrativo del 

Circuito de Bogotá para que se sirva certificar el estado actual del proceso 

No. 11001333400120200017200, así como la fecha en que se profirió el auto 

admisorio de la demanda y se notificó a la parte demandada, y remita 

copia de la demanda allegada. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría, OFICIAR al Juzgado Quinto Administrativo del 

Circuito de Bogotá para que se sirva certificar el estado actual del proceso 

No. 11001333400520200013800, así como la fecha en que se profirió el auto 

admisorio de la demanda y se notificó a la parte demandada, y remita 

copia de la demanda allegada. 

 

TERCERO: Los memoriales dirigidos al presente proceso, deberán ser 

remitidos en medio digital, ÚNICAMENTE al correo electrónico de la Oficina 



Medio de Control: Nulidad y restablecimiento 

Expediente 11001 – 3334 – 004 – 2020 – 00180 – 00 

Demandante: Carlos Mario Isaza Serrano 

Demandado: Bogotá D.C. – Alcaldía Mayor – Concejo de Bogotá 
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de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 
GACF 

AS 
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00012 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Néstor Antonio Gutiérrez Soler 

Demandados: Ministerio de Transporte, Secretaría Distrital de 

Movilidad de Bogotá y otros 

 

Revisado el expediente se observa que el líbelo contiene algunas falencias 

que se señalarán a continuación. 

 

• DEL MEDIO DE CONTROL 

 

Manifiesta el demandante “(…) actuando en mi propio nombre, en ejercicio de 

la Ley 1437 de 2011, articulo 137, 138 y SS. Y demás normas concordantes, me 

permito impetrar ante este despacho judicial la presente ACCION DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO en contra del MINISTERIO DE TRANSPORTE, 

SECRETARIA DISTRITAL DE MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE 

TRANSITO (RUNT), SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM)(…)”.  

 

Entre tanto, en las pretensiones de la demanda, plantea el actor:  

 
2. Que en consecuencia de lo anterior se sirva ordenar la corrección de la fecha de 

vencimiento de la licencia de conducción tres (3) años para conducir servicio 

público categoría C2 y un término de diez (10) años para servicio particular.  

 

3. Se sirva ordenar al MINISTERIO DE TRANSPORTE, SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE TRANSITO (RUNT), 

SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM) Y/O quien haga sus veces de 

representante legal al momento de la notificación la entrega de mi Licencia de 

Conducción corregida en sentido de la ampliación de los años sin que genere un 

costo adicional a lo ya cancelado.  

 

4. SE SIRVA CONDENAR al MINISTERIO DE TRANSPORTE, SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE TRANSITO (RUNT), 

SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM) Y/O quien haga sus veces de 

representante legal al momento de la notificación, al pago de los perjuicios 

causados por la vulneración de mi derecho al trabajo. 

  

De los anteriores apartes del escrito de la demanda, observa el Despacho 

que la parte demandante hace referencia a distintos medios de control, 

como el de nulidad y restablecimiento del derecho, y el de simple nulidad. 

En ese orden, es necesario que la parte demandante manifieste claramente 

el medio de control que pretende ejercer, y se someta a los requerimientos 

que la ley exige para cada uno de ellos, recordando en todo caso, que la 

escogencia del mismo no puede ser caprichosa y deberá obedecer a los 

lineamientos de procedencia de cada uno de ellos. 

 

▪ DE LAS PRETENSIONES 

  

Dispone el numeral 2 del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que la demanda deberá 

contener “Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las 
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varias pretensiones se formularán por separado, con observancia de lo 

dispuesto en este mismo Código para la acumulación de pretensiones.” -

Resaltado fuera de texto-.   

 

Revisado el acápite de pretensiones, se observa que el demandante 

pretende:  

 
“1.  Se sirva acceder a la presente ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO en contra del MINISTERIO DE TRANSPORTE, SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE TRANSITO (RUNT), 

SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM) Y/O quien haga sus veces de 

representante legal al momento de la notificación.  

 

2. Que en consecuencia de lo anterior se sirva ordenar la corrección de la fecha de 

vencimiento de la licencia de conducción tres (3) años para conducir servicio 

público categoría C2 y un término de diez (10) años para servicio particular.  

 

3. Se sirva ordenar al MINISTERIO DE TRANSPORTE, SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE TRANSITO (RUNT), 

SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM) Y/O quien haga sus veces de 

representante legal al momento de la notificación la entrega de mi Licencia de 

Conducción corregida en sentido de la ampliación de los años sin que genere un 

costo adicional a lo ya cancelado.  

 

4. SE SIRVA CONDENAR al MINISTERIO DE TRANSPORTE, SECRETARIA DISTRITAL DE 

MOVILIDAD DE BOGOTÁ, REGISTRO UNICO NACIONAL DE TRANSITO (RUNT), 

SERVICIOS INTEGRALES PARA LA MOVILIDAD (SIM) Y/O quien haga sus veces de 

representante legal al momento de la notificación, al pago de los perjuicios 

causados por la vulneración de mi derecho al trabajo. 

(…)” 

 

Sobre el particular, se recuerda que el ejercicio del medio de control1 

invocado, trae consigo no sólo la defensa del ordenamiento jurídico que se 

considera lesionado con el actuar de la administración pública, sino 

también el resarcimiento de un derecho subjetivo vulnerado por un acto 

administrativo particular, expreso o presunto, así como también podrá 

solicitar la reparación del daño.    

 

Entonces, se torna necesario que la parte actora aclare qué acto o 

actuaciones administrativas son las que pretende obtener su nulidad, o en 

su defecto, precise claramente cuáles son las pretensiones y los efectos 

jurídicos perseguidos, más aún cuando solicita el pago de perjuicios 

ocasionados con el actuar de la administración.      

 

▪ DE LOS HECHOS 

 

Contempla el numeral 3 del artículo 162 del C.P.A.C.A., que la demanda 

deberá contener “Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las 

pretensiones, debidamente determinados, clasificados y numerados.”.  

 
1 ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea lesionada en un derecho 

subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo 

particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La 

nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. 

Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho 

directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por 

el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes 

a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior 

se contará a partir de la notificación de aquel. 



Referencia:  11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00012 – 00 

Demandante: Néstor Antonio Gutiérrez Soler 

Demandados: Ministerio de Transporte, Secretaría de Movilidad de Bogotá y otros 

 

3 

 

 

No obstante, encuentra el Despacho que la relación de hechos que lleva a 

cabo la parte demandante no permite una lectura que enmarque 

únicamente los elementos fácticos de la demanda, teniendo en cuenta que 

en algunos de ellos se encuentran apreciaciones subjetivas y de derecho 

que no corresponden al acápite mencionado y no permiten identificar los 

eventos ocurridos de manera ágil y puntual. A manera de ejemplo, los 

hechos que se identifican con los numerales 1 a 8.  

 

Así las cosas, se invita a la parte demandante a que rehaga el acápite 

correspondiente, con miras a que efectúe una relación de hechos en la que 

se limite a los eventos fácticos que motivan la presentación de la demanda, 

evitando realizar apreciaciones de orden subjetivo y jurídico, las cuales 

deberán obrar en el acápite que corresponde a los fundamentos de 

derecho y el concepto de la violación.  

 

De igual forma, deberá procurar porque la relación sea cronológica y evitar 

la acumulación de varias situaciones fácticas en un solo hecho. 

 

 

• DE LAS NORMAS VIOLADAS Y EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN  

 

Establece el numeral 4 del artículo 162 del C.P.A.C.A., que la demanda 

contendrá “Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se 

trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las 

normas violadas y explicarse el concepto de su violación.”  
 

Al respecto, la parte actora tiene el deber de señalar los presupuestos 

normativos y las razones por las cuales se estiman violados, al igual que 

construir un concepto de violación, imputando las causales de nulidad en 

contra de los actos demandados que permitan entender los argumentos 

jurídicos de la demanda. Por tal razón, se deberá subsanar el defecto 

indicado. 

 

• DE LA CUANTÍA 

 

Establece el numeral 6 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, que la 

demanda debe contener “La estimación razonada de la cuantía, cuando 

sea necesaria para determinar la competencia.  

 

Al respecto, la parte demandante no construye un acápite de estimación 

de la cuantía, motivo por el que se deberá elaborar un capítulo 

correspondiente al respecto, que se ajuste a los presupuestos del numeral 6 

del artículo 162, y los artículos 155 y 157 del C.P.A.C.A. 

 

▪ DE LOS ANEXOS. 

 

a) a) Del acto administrativo demandado y las constancias de 

publicación, comunicación, notificación o ejecución. 

 

En el evento en que la parte demandante pretenda ejercer el medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, deberá cumplir con el 

presupuesto planteado en el numeral 1 del artículo 166 del C.P.A.C.A., que 
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indica, que a la demanda deberá acompañarle “1. Copia del acto 

acusado, con las constancias de su publicación, comunicación, 

notificación o ejecución, según el caso. (…)”. 

 

b) Del poder para actuar 

 

Dispone el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011, que “Quienes comparezcan 

al proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en 

los casos en que la ley permita su intervención directa”. 

 

Al respecto, es necesario precisarle al demandante, que en lo relacionado 

con la actuación ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el 

único medio de control que la ley autoriza para ser ejercido directamente y 

en causa propia, es el de nulidad simple contemplado en el artículo 137 del 

C.P.A.C.A., el cual, dicho sea de paso, no es susceptible de ser ejercido en 

los casos en que se prevea un restablecimiento automático de derechos 

con la eventual declaratoria de nulidad de los actos administrativos que 

sean enjuiciados. 

 

En ese orden, la demandante deberá concurrir por conducto de un 

apoderado debidamente constituido. 

 

c) Del envío previo de la demanda 

 

Establece el inciso 4º del artículo 6 del Decreto 806 de 2020, entre otros, 

deberes procesales en cabeza del demandante: 

  
(…) 
“En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se 

soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el 

demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 

subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 

cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte 

demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con 

sus anexos. Negrilla fuera de texto” 

 

En tal sentido, la Corte Constitucional2 al abordar el estudio de 

constitucionalidad del mencionado decreto, señaló sobre el particular: 

 

 “Así las cosas, la Sala concluye que la medida del inciso 4 del artículo 6º 

del Decreto Legislativo sub judice: (i) no genera un trato diferenciado 

entre los sujetos procesales y, por tanto, no vulnera el principio de 

igualdad procesal; (ii) materializa el deber constitucional de 

colaboración con los órganos jurisdiccionales y (iii) no excede el amplio 

margen de configuración que tiene el legislador para diseñar los 

requerimientos para la presentación de la demanda. Por lo demás, la 

medida es razonable, por cuanto persigue fines constitucionalmente 

 
2 C-420 de 2020.  
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importantes, como son, la de celeridad y economía procesal (art. 29 

superior) y el acceso a la administración de justicia (arts. 2, 29 y 229 de la 

constitución), en los términos en que se ha indicado.”  

Por tanto y teniendo en cuenta que la demanda3 fue presentada con 

posteridad a la entrada en vigencia del precitado normativo, se invita a la 

demandante para que envíe por medio electrónico, copia de la demanda 

y sus anexos (subsanación de la demanda y sus anexos) al Ministerio de 

Transporte, Secretaria de Movilidad de Bogotá, Registro Único Nacional de 

Tránsito, Servicios Integrales para la Movilidad, Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

▪ REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD 

 

a) DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Dispone el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, modificado por el artículo 

34 de la Ley 2080 de 2021, que cuando los asuntos sean conciliables, el 

trámite de la conciliación prejudicial constituirá requisito de procedibilidad 

de toda demanda en la que se formulen pretensiones de nulidad y 

restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 

contractuales e indicó en qué asuntos dicho requisito es facultativo, en los 

siguientes términos:      
 

“ARTÍCULO  34. Modifíquese el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

  

ARTÍCULO  161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda 

se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

  

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 

constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales. 

  

El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, 

en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los 

procesos en que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, 

en relación con el medio de control de repetición o cuando quien demande sea 

una entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación 

extrajudicial siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

  

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 

ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación. 

-Resaltado fuera de texto. – 

 

Esto, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 354 y 375 de la Ley 

 
3 18 de enero de 2021, Archivo “01CorreoYActaReparto”, página 3.  
4 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
5 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#161.1
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640 de 2001, el artículo 42A6 de la Ley 270 de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.7 

del Decreto 1069 de 2015, en los que se dispone la obligación de agotar el 

requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial en materia 

contencioso administrativa, y atendiendo a que el asunto no es de los que 

contempla el parágrafo 1º de éste último, que establece: 
 

“ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en 

materia contencioso administrativa. (…) 

 

PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos 

de lo contencioso administrativo: 

 

- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 

 

- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que 

trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 

 

Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.” 

 

A pesar de esto, en la documentación allegada por la parte demandante 

no obra la constancia correspondiente emitida por la Procuraduría General 

de la Nación, motivo por el que deberá ser allegada. 

b) DE LOS RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA. 

De conformidad con lo dispuesto por el numeral 2 del artículo 161 del 

C.P.A.C.A., “2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo 

particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo 

con la ley fueren obligatorios. (…)”. 

En el presente caso, en el evento en que la parte demandante ratifique que 

se trata del ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, deberá acreditar la interposición de recursos que fueran 

obligatorios8 en contra del acto administrativo demandado, que pretenda 

obtener su nulidad.  

Por lo expuesto el Juzgado 4 Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por el señor Néstor Antonio 

Gutiérrez Soler, contra Ministerio de Transporte, Secretaría de Movilidad de 

Bogotá y otros, por las razones expuestas en la presente providencia. 

 

 
6 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
7 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 

pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
8 En consonancia con lo previsto en el artículo 76 del CPACA, que señala (…) “ l recurso de apelación podrá 

interponerse directamente, o como subsidiario del de reposición y cuando proceda será obligatorio para acceder 

a la jurisdicción.” (…).  
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SEGUNDO. - ORDENAR a la parte demandante que proceda a corregir su 

demanda, subsanando los defectos indicados en la parte motiva de esta 

providencia dentro del plazo de diez (10) días contemplado en el artículo 

170 del C.P.A.C.A., so pena de rechazo. 

 

TERCERO.- El escrito que subsana la demanda y la documentación 

requerida, deberán ser aportados en medio digital, al correo electrónico de 

la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 

 

 
FNQR 

AS 

 

 

 

 

 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Bogotá, 29 de abril de 2021  
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La sociedad Planet Express S.A.S, mediante apoderada presenta demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

solicitando, la nulidad de las resoluciones No. 0090 del 25 de septiembre de 

2019 y la 2468 del 21 de agosto de 2020 (resuelve recurso de 

reconsideración) expedidas por la DIAN, a través de las cuales se decomisó 

y aprehendió una mercancía con fundamento en las causales 2 y 3 del 

artículo 647 del Decreto 1165 de 2019, esto es, mercancía no amparada en 

documentos o soportes.   

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 2468 del 21 de 

agosto de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación administrativa.   

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y/o quien haga sus 

veces, para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este 

proceso, constancia de publicación, comunicación, notificación de la 

Resolución No. 2468 del 21 de agosto de 2020. En el evento en que esta haya 

sido mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega 

correspondientes.  

 

De otra parte, en la documentación allegada por la parte actora se 

advierte constancia emitida por la Procuraduría General de la Nación de 

fecha 9 de diciembre de 20191, no obstante la misma se emitió con 

anterioridad a la expedición de la Resolución No. 2468 del 21 de agosto de 

2020, por medio de la cual se finalizó la actuación administrativa que ventila 

a través del presente medio de control.  

 

Por tanto, deberá allegar la respectiva constancia conforme lo dispuesto 

por los artículos 352 y 373 de la Ley 640 de 2001, el artículo 42A4 de la Ley 270 

de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, sumado a que 

 
1 Archivo“02DemandaYAnexos”, página 108-109.  
2 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
3 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 
4 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
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en la demanda se manifiesta que al ser un asunto aduanero, no es 

susceptible de agotar el mencionado requisito, argumento que no 

comparte este Despacho toda vez que ni el decomiso aduanero, ni la 

definición de la situación jurídica de la mercancía son asuntos tributarios, por 

el contrario, son asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial, motivo 

por el que deberá ser allegada. 

 

Así las cosas, se ordena requerir a la parte demandante, para que en el 

término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso constancia 

emitida por la Procuraduría General de la Nación.    

  

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 

 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
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Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Planet Express S.A.   

Demandados: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales- 

DIAN 

 

La sociedad Planet Express S.A.S, mediante apoderada presenta demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

solicitando, la nulidad de las resoluciones No. 0090 del 25 de septiembre de 

2019 y la 2733 del 14 de septiembre de 2020 (resuelve recurso de 

reconsideración) expedidas por la DIAN, a través de las cuales se decomisó 

y aprehendió una mercancía con fundamento en las causales 2 y 3 del 

artículo 647 del Decreto 1165 de 2019, esto es, mercancía no amparada en 

documentos o soportes.   

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 2733 del 14 de 

septiembre de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación 

administrativa.    

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y/o quien haga sus 

veces, para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este 

proceso, constancia de publicación, comunicación, notificación de la 

Resolución No. 2733 del 14 de septiembre de 2020. En el evento en que esta 

haya sido mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega 

correspondientes.  

 

De otra parte, en la documentación allegada por la parte actora se 

advierte constancia emitida por la Procuraduría General de la Nación de 

fecha 9 de diciembre de 20191, no obstante la misma se emitió con 

anterioridad a la expedición de la Resolución No. 2733 del 14 de septiembre 

de 2020, por medio de la cual se finalizó la actuación administrativa que 

ventila a través del presente medio de control.  

 

Por tanto, deberá allegar la respectiva constancia conforme lo dispuesto 

por los artículos 352 y 373 de la Ley 640 de 2001, el artículo 42A4 de la Ley 270 

 
1 Archivo“02DemandaYAnexos”, página 106-107.  
2 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
3 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 
4 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
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de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, sumado a que 

en la demanda se manifiesta que al ser un asunto aduanero, no es 

susceptible de agotar el mencionado requisito, argumento que no 

comparte este Despacho toda vez que ni el decomiso aduanero, ni la 

definición de la situación jurídica de la mercancía son asuntos tributarios, por 

el contrario, son asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial, motivo 

por el que deberá ser allegada. 

 

Así las cosas, se ordena requerir a la parte demandante, para que en el 

término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso constancia 

emitida por la Procuraduría General de la Nación.    

  

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 

 

 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 

pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
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Bogotá, 29 de abril de 2021 

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021– 00019 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento 

Demandante: Ronny Osiris Piñeros Calderón 

Demandado: Inspección de Policía Urbana y de Tránsito del 

Municipio de Paratebueno   

 

Ingresan las diligencias al Despacho, con miras a resolver sobre su admisión, 

inadmisión o rechazo, conforme las siguientes consideraciones.  

 

ANTECEDENTES 

 

El señor Ronny Osiris Piñeros Calderón, mediante apoderada presenta 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad en contra de la 

Inspección de Policía Urbana y de Tránsito del Municipio de Paratebueno, 

con el fin de obtener la nulidad del acto administrativo sin número de fecha 

18 de octubre de 2019, por medio del cual se amparó la posesión de un lote 

a favor del señor William Ambrosio Piñeros Calderos y de la Resolución No. 1 

del 4 de septiembre de 2020, a través de la cual se resuelve una revocatoria 

directa interpuesta contra la mencionada decisión policiva.     

 

CONSIDERACIONES 

 

De los actos jurisdiccionales  

 

De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional1 ha diferenciado entre los 

actos administrativos y los jurisdiccionales, señalando, en relación con los 

primeros, aquellos que no hacen tránsito a cosa juzgada, mientras que el 

jurisdiccional es definitivo contra el cual proceden recursos ordinarios y 

excepcionalmente extraordinarios, con la consecuencia que no son 

revocables. 

 

A su turno, el Consejo de Estado2 refirió las particularidades entre los asuntos 

de naturaleza administrativa de policía y los juicios de policía, asignándoles 

a estos últimos la naturaleza jurisdiccional, los cuales, si bien son estudiados 

a la luz del CCA, sirven para ilustrar el caso bajo estudio, en los siguientes 

términos: 

 
(…) 

22. A lo anterior, podría objetarse, con fundamento en lo dispuesto en el 

artículo 82 del C.C.A8, que en tanto los juicios policivos tienen naturaleza 

judicial, las decisiones que se adoptan en desarrollo de los mismos no son 

demandables ante la jurisdicción contencioso administrativa. Sin embargo, 

esta objeción no es de recibo porque desconoce que la exclusión 

establecida en la norma constituye una excepción a la regla general que 

somete todos los actos de las autoridades administrativas al control de los 

jueces y tribunales de esta jurisdicción, por lo cual su aplicación es restrictiva9.  

 

23. De ahí que la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de Estado, 

con apoyo en reiterados pronunciamientos de la Sección Primera de esta 

 
1 Sentencia C-189 de 1998.  
2 Sección Tercera, sentencia del 29 de julio de 2013, Consejero Ponente Danilo Rojas Betancourth, expediente No. 

25000-23-26-000-2000-01481-01(27088).  
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Corporación10, haya señalado que existen importantes diferencias entre las 

funciones de orden administrativo y las de carácter jurisdiccional que 

cumplen las autoridades administrativas:  

 

Sobre este punto, la Sala considera necesario distinguir los actos que ponen 

fin a actuaciones administrativas correspondientes a procedimientos de 

policía, esto es, las que obedecen al ejercicio de las facultades de control, 

vigilancia y sanción de las autoridades sobre las actividades de los 

particulares, las cuales constituyen el ejercicio de una potestad 

administrativa, conocida como policía administrativa, de aquellas 

decisiones señaladas en el inciso tercero del artículo 82 del C.C.A, 

resultantes de juicios policivos, especialmente regulados por la ley y en 

donde la autoridad policiva actúa como juez frente a determinados 

conflictos jurídicos causados por conductas de los particulares en su 

relaciones cotidianas o de vecindad, que la doctrina y la jurisprudencia 

han tendido a tratar como actos jurisdiccionales. Mediante esas decisiones, 

las autoridades de policía (inspecciones, alcaldes o gobernadores, según 

el caso) dirimen contiendas entre particulares sobre asuntos de incidencias 

jurídicas menores, especialmente señalados y regulados por la ley11.  

 

24. En similar sentido, se ha pronunciado la Sección Tercera del Consejo de 

Estado:  

 

Los juicios policivos tienen indudablemente, la naturaleza de judiciales. A 

esto se debe que en el Código Contencioso Administrativo haya previsto 

que los actos expedidos en los juicios civiles de policía, entre otros, no son 

objeto de control ante la justicia de lo Contencioso Administrativa. En 

diversas oportunidades la Sala se ha pronunciado sobre el carácter judicial 

de los juicios civiles de policía y especialmente sobre el amparo policivo 

posesorio; ha diferenciado entre la función propiamente administrativa 

desarrollada en materia de policía y la función judicial ejercida por tales 

autoridades. De lo anterior resulta importante resaltar, desde otro punto de 

vista, que la mayoría de las actuaciones de autoridades administrativas de 

policía sí son objeto de control de esta jurisdicción, salvo como ya se 

explicó cuando esas autoridades actúan en función judicial. 

En esos dos sentidos la Sección Primera de esta Corporación resaltó, en 

auto proferido el día 29 de marzo de 1996, que unos son los actos 

administrativos de las autoridades de policía y otros son los actos judiciales 

de esas mismas autoridades. Indicó que los actos administrativos de las 

autoridades de policía son los tendientes a la preservación del orden, la 

tranquilidad, la seguridad, la salubridad y las condiciones económicas de 

convivencia social, los cuales por su naturaleza están sujetos al control 

judicial de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Respecto al 

segundo tipo de actos, los judiciales de las autoridades de policía, señaló 

que se diferencian totalmente de los anteriores, por cuanto se expiden en 

función judicial y para dirimir un conflicto12.  

 

25. En resumen, los actos administrativos de las autoridades de policía son 

aquellos tendientes a la preservación del orden, la tranquilidad, la seguridad, 

la salubridad y las condiciones económicas de convivencia social, en tanto 

que los de naturaleza jurisdiccional son los que están encaminados a resolver 

los conflictos que surgen entre dos partes, como sucede con los amparos 

posesorios y de tenencia de bienes. - Resaltado fuera de texto-  

 

Por manera, que las actuaciones administrativas de naturaleza 

jurisdiccional, suscitadas entre particulares, tendientes a amparar la 

posesión, la tenencia o la servidumbre, son actos jurisdiccionales que 

escapan del control por parte de la jurisdicción contencioso administrativa.          
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Situación ratificada por el legislador en el artículo 105 del CPACA3, en la que 

se establece la carencia de competencia para juzgar las decisiones 

proferidas en juicios civiles de policía regulados por la ley.  

 

CASO CONCRETO  

 

El señor Ronny Osiris Piñeros Calderón presentó demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, a fin de obtener la nulidad del acto 

administrativo sin número de fecha 18 de octubre de 2019, por medio del 

cual se amparó la posesión de un lote a favor del señor William Ambrosio 

Piñeros Calderos y de la Resolución No. 1 del 4 de septiembre de 2020, que 

resuelve una revocatoria directa interpuesta contra la mencionada decisión 

policiva, emitidos por la Inspección de Policía Urbana y de Tránsito del 

Municipio de Paratebueno.      

   

Es ese orden, las pretensiones se encaminan a lograr la nulidad de decisiones 

administrativas emanadas por una autoridad policiva en el trámite de un 

proceso adelantado contra el querellado (demandante) por perturbación 

a la posesión de un bien inmueble ubicado en la vereda “La Europa” del 

municipio de Paratebueno- Cundinamarca.   

 

Por tanto y en atención a la jurisprudencia de las corporaciones citadas, el 

asunto ventilado por la parte actora, no es susceptible de control judicial, 

toda vez que las actuaciones demandadas provienen de un juicio civil de 

policía cuya naturaleza ha sido definida como jurisdiccional y no 

administrativa, pues las decisiones cuestionadas se originan del conflicto de 

intereses entre particulares y, en consecuencia, escapan del control de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo.    

 

Así las cosas, habida consideración que los actos enjuiciados no son objeto 

de control judicial por su naturaleza, se rechazará la demanda atendiendo 

lo previsto en el numeral 3 del artículo 169 del CPACA.  

 

Por lo anterior el Despacho, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. Rechazar la demanda presentada por Ronny Osiris Piñeros 

Calderón, contra la Inspección de Policía Urbana y de Tránsito del Municipio 

de Paratebueno, por las razones expuestas en esta providencia.    

 

SEGUNDO. - Una vez ejecutoriado el presente auto, ARCHÍVESE el 

expediente digital dejándose las anotaciones y constancias de rigor.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

FNQR/A. I Juez  

 
3 ARTÍCULO 105. EXCEPCIONES. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no conocerá de los siguientes 

asuntos: 

(…) 

3. Las decisiones proferidas en juicios de policía regulados especialmente por la ley. 
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00024 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: José Saúl Acero Riaño   

Demandados: VANTI S.A. ESP 

 

Revisado el expediente se observa que el líbelo contiene algunas falencias 

que se señalarán a continuación. 

 

▪ DE LAS PRETENSIONES 

  

Dispone el numeral 2 del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que la demanda deberá 

contener “Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las 

varias pretensiones se formularán por separado, con observancia de lo 

dispuesto en este mismo Código para la acumulación de pretensiones.” -

Resaltado fuera de texto-.  

 

De la lectura de las pretensiones de la demanda, se observa que se pide la 

nulidad de los actos administrativos CF- 200195331-29433821 del 14 de 

febrero de 2020, 200939727- 29433821 del 29 de mayo de 2020, 201173286- 

29433821 del 20 de junio de 2020.  

 

Igualmente, solicita “Así como todos aquellos que se hayan expedido en relación 

con lo expuesto en los hechos de esta demanda respecto de la cuenta No. 

29433821, por cuanto se considera que han sido expedidos con infracción de las 

normas en que deberían fundarse y se le está causando un agravio injustificado a 

mi representado”.  

 

Conforme con lo anterior, se torna necesario que el demandante aclare 

qué acto o actuaciones administrativas son las que pretende obtener su 

nulidad, o en su defecto, precise claramente cuáles son las pretensiones y 

los efectos jurídicos perseguidos, más aún cuando se advierte de la lectura 

de las documentales aportadas con la demanda que contra dichos actos 

procedían los recursos de apelación.      

  

▪ DE LOS HECHOS 

 

Contempla el numeral 3 del artículo 162 del C.P.A.C.A., que la demanda 

deberá contener “Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las 

pretensiones, debidamente determinados, clasificados y numerados.”.  

 

No obstante, encuentra el Despacho que la relación de hechos que lleva a 

cabo la parte demandante no permite una lectura que enmarque 

únicamente los elementos fácticos de la demanda, teniendo en cuenta que 

en algunos de ellos se encuentran apreciaciones subjetivas y de derecho 

que no corresponden al acápite mencionado y no permiten identificar los 

eventos ocurridos de manera ágil y puntual. A manera de ejemplo, los 

hechos que se identifican con los numerales 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 16, 

19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33 y 34.  
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Así las cosas, se invita a la parte demandante a que rehaga el acápite 

correspondiente, con miras a que efectúe una relación de hechos en la que 

se limite a los eventos fácticos que motivan la presentación de la demanda, 

de manera clara, evitando realizar apreciaciones de orden subjetivo y 

jurídico, las cuales deberán obrar en el acápite que corresponde a los 

fundamentos de derecho y el concepto de la violación.  

 

De igual forma, deberá procurar porque la relación sea cronológica y evitar 

la acumulación de varias situaciones fácticas en un solo hecho. 

 

 

• DE LAS NORMAS VIOLADAS Y EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN  

 

Establece el numeral 4 del artículo 162 del C.P.A.C.A., que la demanda 

contendrá “Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se 

trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las 

normas violadas y explicarse el concepto de su violación.”  

 

Pese a que en la demanda se plantea unos acápites denominados 

“NORMAS VIOLADAS” y “CONCEPTO DE VIOLACIÓN”, no es menos, que se 

limita a relacionar una serie de normas, sin construir un concepto de la 

violación, ni imputar causales de nulidad en contra de los actos 

demandados, que permitan entender los argumentos jurídicos de la 

demanda. Por tal razón, se deberá subsanar el defecto indicado. 

 

▪ DE LOS ANEXOS. 

 

a) Del acto administrativo demandado y las constancias de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución. 

 

Teniendo en cuenta que la parte demandante pretende ejercer el medio 

de control de nulidad y restablecimiento del derecho, deberá cumplir con 

el presupuesto planteado en el numeral 1 del artículo 166 del C.P.A.C.A., 

que indica, que a la demanda deberá acompañarle “1. Copia del acto 

acusado, con las constancias de su publicación, comunicación, 

notificación o ejecución, según el caso. (…)”. 

 

Lo anterior, pese a que obran copias electrónicas de los actos demandados, 

esto es, CF- 200195331-29433821 del 14 de febrero de 2020, 200939727- 

29433821 del 29 de mayo de 2020, 201173286- 29433821 del 20 de junio de 

2020, no se aportaron las constancias de su publicación, comunicación, 

notificación o ejecución, según fuere el caso y en tal sentido deberá corregir 

dicha falencia.   

 

De igual forma, en el evento en que la parte demandante agregue actos 

administrativos a sus pretensiones, deberá cumplir con el mencionado 

presupuesto.  

 

b) Del poder para actuar 

 

El artículo 5 del Decreto 806 de 2020, prevé que los poderes especiales se 

podrán conferir “mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, 

con la sola antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna 

presentación personal o reconocimiento.” 
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Adicionalmente establece, i) que el poder debe indicar expresamente la 

dirección de correo electrónico del apoderado, la cual debe coincidir con 

el inscrito en el Registro Nacional de Abogados y ii) los poderes otorgados 

por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos desde la 

dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones judiciales 

 

A pesar de lo anterior, una vez verificado el memorial poder allegado por el 

demandante1, no se advierte la dirección electrónica de la mandataria 

judicial,  razón por la que deberá subsanar dicha falencia.    

 

c) Del envío previo de la demanda 

Señala el artículo 162 del C.P.A.C.A, modificado y adicionado por el artículo 

35 de la Ley 2080 de 2021del CPACA, como requisito de la presentación de 

la demanda: 

“(…) 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente, deberá enviar 

por medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo 

cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar 

donde recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá 

proceder el demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el 

escrito de subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este 

deber, sin cuya acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el 

canal digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el envío 

físico de la misma con sus anexos.” -Resaltado fuera de texto- 

Por su parte, establece el inciso 4º del artículo 6 del Decreto 806 de 2020, 

entre otros, deberes procesales en cabeza del demandante: 

  
(…) 
“En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades 

administrativas que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se 

soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado, el demandante, al presentar la demanda, 

simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y de sus 

anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el 

demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 

subsanación. El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el 

cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal de digital de la parte 

demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con 

sus anexos. Negrilla fuera de texto” 

 

En tal sentido, la Corte Constitucional2 al abordar el estudio de 

constitucionalidad del mencionado decreto, señaló sobre el particular: 

 

 “Así las cosas, la Sala concluye que la medida del inciso 4 del artículo 6º 

del Decreto Legislativo sub judice: (i) no genera un trato diferenciado 

entre los sujetos procesales y, por tanto, no vulnera el principio de 

igualdad procesal; (ii) materializa el deber constitucional de 

 
1 Archivo “02DemandaYAnexos”, página 11.  
2 C-420 de 2020.  
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colaboración con los órganos jurisdiccionales y (iii) no excede el amplio 

margen de configuración que tiene el legislador para diseñar los 

requerimientos para la presentación de la demanda. Por lo demás, la 

medida es razonable, por cuanto persigue fines constitucionalmente 

importantes, como son, la de celeridad y economía procesal (art. 29 

superior) y el acceso a la administración de justicia (arts. 2, 29 y 229 de la 

constitución), en los términos en que se ha indicado.”  

Por tanto y teniendo en cuenta que la demanda3 fue presentada con 

posteridad a la entrada en vigencia del precitado normativo, se invita al 

demandante para que envíe por medio electrónico, copia de la demanda 

y sus anexos (subsanación de la demanda y sus anexos) a VANTI S.A., ESP,  

Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

▪ REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD 

 

a) DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 

 

Dispone el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, modificado por el artículo 

34 de la Ley 2080 de 2021, que cuando los asuntos sean conciliables, el 

trámite de la conciliación prejudicial constituirá requisito de procedibilidad 

de toda demanda en la que se formulen pretensiones de nulidad y 

restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 

contractuales e indicó en qué asuntos dicho requisito es facultativo, en los 

siguientes términos:      
 

“ARTÍCULO  34. Modifíquese el numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, el 

cual quedará así: 

  

ARTÍCULO  161. Requisitos previos para demandar. La presentación de la demanda 

se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 

  

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial 

constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales. 

  

El requisito de procedibilidad será facultativo en los asuntos laborales, pensionales, 

en los procesos ejecutivos diferentes a los regulados en la Ley 1551 de 2012, en los 

procesos en que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial, 

en relación con el medio de control de repetición o cuando quien demande sea 

una entidad pública. En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación 

extrajudicial siempre y cuando no se encuentre expresamente prohibida. 

  

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios 

ilegales o fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación. 

-Resaltado fuera de texto. – 

 

Esto, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 354 y 375 de la Ley 

 
3 27 de enero de 2021, archivo “01CorreoYActaReparto”, página 3.  
4 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
5 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#161.1
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640 de 2001, el artículo 42A6 de la Ley 270 de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.7 

del Decreto 1069 de 2015, en los que se dispone la obligación de agotar el 

requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial en materia 

contencioso administrativa, y atendiendo a que el asunto no es de los que 

contempla el parágrafo 1º de éste último, que establece: 
 

“ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en 

materia contencioso administrativa. (…) 

 

PARÁGRAFO 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos 

de lo contencioso administrativo: 

 

- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 

 

- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que 

trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 

 

Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado.” 

 

A pesar de esto, en la documentación allegada por la parte demandante 

no obra la constancia correspondiente emitida por la Procuraduría General 

de la Nación, motivo por el que deberá ser allegada. 

b) DE LOS RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA. 

De conformidad con lo dispuesto por el numeral 2 del artículo 161 del 

C.P.A.C.A., “2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo 

particular deberán haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo 

con la ley fueren obligatorios. (…)”. 

En el presente caso, en el evento en que la parte demandante ratifique que 

se trata del ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, deberá acreditar la interposición de recursos que fueran 

obligatorios8 en contra de los actos administrativos demandados, que 

pretenda obtener su nulidad.  

Por lo expuesto el Juzgado 4 Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. - INADMITIR la demanda presentada por el señor José Saúl Acero 

Riaño, contra VANTI S.A. ESP, por las razones expuestas en la presente 

providencia. 

 

 
6 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
7 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 

pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
8 En consonancia con lo previsto en el artículo 76 del CPACA, que señala (…) “ l recurso de apelación podrá 

interponerse directamente, o como subsidiario del de reposición y cuando proceda será obligatorio para acceder 

a la jurisdicción.” (…).  
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SEGUNDO. - ORDENAR a la parte demandante que proceda a corregir su 

demanda, subsanando los defectos indicados en la parte motiva de esta 

providencia dentro del plazo de diez (10) días contemplado en el artículo 

170 del C.P.A.C.A., so pena de rechazo. 

 

TERCERO.- El escrito que subsana la demanda y la documentación 

requerida, deberán ser aportados en medio digital, al correo electrónico de 

la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en el sistema 

informático Siglo XXI, sin que sea necesaria la radicación física de los 

documentos ni el envío al correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 

 

 
FNQR 

AS 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00032 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Planet Express S.A.   

Demandados: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales- 

DIAN 

 

La sociedad Planet Express S.A.S, mediante apoderada presenta demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

solicitando, la nulidad de las resoluciones No. 0090 del 25 de septiembre de 

2019 y la 2964 del 29 de septiembre de 2020 (resuelve recurso de 

reconsideración) expedidas por la DIAN, a través de las cuales se decomisó 

y aprehendió una mercancía con fundamento en las causales 2 y 3 del 

artículo 734 del Decreto 1165 de 2019, esto es, mercancía no amparada en 

documentos o soportes.   

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 2964 del 29 de 

septiembre de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación 

administrativa.    

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y/o quien haga sus 

veces, para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este 

proceso, constancia de publicación, comunicación, notificación de la 

Resolución No. 2964 del 29 de septiembre de 2020. En el evento en que esta 

haya sido mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega 

correspondientes.  

 

De otra parte, en la documentación allegada por la parte actora se 

advierte constancia emitida por la Procuraduría General de la Nación de 

fecha 9 de diciembre de 20191, no obstante la misma se emitió con 

anterioridad a la expedición de la Resolución No. 2964 del 29 de septiembre 

de 2020, por medio de la cual se finalizó la actuación administrativa que 

ventila a través del presente medio de control.  

 

Por tanto, deberá allegar la respectiva constancia conforme lo dispuesto 

por los artículos 352 y 373 de la Ley 640 de 2001, el artículo 42A4 de la Ley 270 

 
1 Archivo“02DemandaYAnexos”, página 107-108.  
2 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
3 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 
4 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
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de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, sumado a que 

en la demanda se manifiesta que al ser un asunto aduanero, no es 

susceptible de agotar el mencionado requisito, argumento que no 

comparte este Despacho toda vez que ni el decomiso aduanero, ni la 

definición de la situación jurídica de la mercancía son asuntos tributarios, por 

el contrario, son asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial, motivo 

por el que deberá ser allegada. 

 

Así las cosas, se ordena requerir a la parte demandante, para que en el 

término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso constancia 

emitida por la Procuraduría General de la Nación.    

  

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 

 

 

 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 

pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00033 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Planet Express S.A.   

Demandados: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales- 

DIAN 

 

La sociedad Planet Express S.A.S, mediante apoderada presenta demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

solicitando, la nulidad de las resoluciones No. 0090 del 25 de septiembre de 

2019 y la 3152 del 14 de octubre de 2020 (resuelve recurso de 

reconsideración) expedidas por la DIAN, a través de las cuales se decomisó 

y aprehendió una mercancía con fundamento en las causales 2 y 3 del 

artículo 647 del Decreto 1165 de 2019, esto es, mercancía no amparada en 

documentos o soportes.   

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 3152 del 14 de 

octubre de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación administrativa.    

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y/o quien haga sus 

veces, para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este 

proceso, constancia de publicación, comunicación, notificación de la 

Resolución No. 3152 del 14 de octubre de 2020. En el evento en que esta 

haya sido mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega 

correspondientes.  

 

De otra parte, en la documentación allegada por la parte actora se 

advierte constancia emitida por la Procuraduría General de la Nación de 

fecha 9 de diciembre de 20191, no obstante la misma se emitió con 

anterioridad a la expedición de la Resolución No. 3152 del 14 de octubre de 

2020, por medio de la cual se finalizó la actuación administrativa que ventila 

a través del presente medio de control.  

 

Por tanto, deberá allegar la respectiva constancia conforme lo dispuesto 

por los artículos 352 y 373 de la Ley 640 de 2001, el artículo 42A4 de la Ley 270 

de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, sumado a que 

 
1 Archivo“02DemandaYAnexos”, página 103-104.  
2 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
3 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 
4 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
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en la demanda se manifiesta que al ser un asunto aduanero, no es 

susceptible de agotar el mencionado requisito, argumento que no 

comparte este Despacho toda vez que ni el decomiso aduanero, ni la 

definición de la situación jurídica de la mercancía son asuntos tributarios, por 

el contrario, son asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial, motivo 

por el que deberá ser allegada. 

 

Así las cosas, se ordena requerir a la parte demandante, para que en el 

término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso constancia 

emitida por la Procuraduría General de la Nación.    

  

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 

 

 

 

 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 
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Bogotá, 29 de abril de 2021 

 

Referencia:     11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00035– 00 

Medio de Control:   Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá 

S.A. E.S.P. 

Demandado: Superintendencia de Industria y Comercio 

 

La empresa de Telecomunicaciones de Bogotá mediante apoderada 

presenta demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, solicitando la nulidad de las resoluciones Nos. 

31330 del 30 de julio de 2019, 29232 del 17 de junio de 2020 y la 58238 del 22 

de septiembre de 2020 expedidas por la Superintendencia de Industria y 

Comercio, por medio de las cuales se impuso sanción pecuniaria por la 

suma de $78.671.020 

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 58238 del 22 

de septiembre de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación 

administrativa.   

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Superintendencia de Industria y Comercio y/o quien haga sus veces, 

para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso, 

constancia de publicación, comunicación, notificación de la Resolución No. 

58238 del 22 de septiembre de 2020. En el evento en que esta haya sido 

mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega correspondientes.   

 

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DRECHO 
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DEMANDANTE: MUNICIPIO DE SOACHA 

DEMANDADO: MUNICIPIO DE SOACHA 
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Bogotá, 29 de abril de 2021  

 

Referencia:    11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00036 – 00 

Medio de Control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Planet Express S.A.   

Demandados: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales- 

DIAN 

 

La sociedad Planet Express S.A.S, mediante apoderada presenta demanda 

en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

solicitando, la nulidad de las resoluciones No. 0090 del 25 de septiembre de 

2019 y la 2507 del 25 de agosto de 2020 (resuelve recurso de 

reconsideración) expedidas por la DIAN, a través de las cuales se decomisó 

y aprehendió una mercancía con fundamento en las causales 2 y 3 del 

artículo 734 del Decreto 1165 de 2019, esto es, mercancía no amparada en 

documentos o soportes.   

 

Revisado el expediente, no se cuenta con la constancia de publicación, 

comunicación, notificación o ejecución de la Resolución No. 2507 del 25 de 

agosto de 2020, por medio del cual se finalizó la actuación administrativa.    

 

Por lo anterior, se ordena que por Secretaría se oficie vía correo electrónico 

a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y/o quien haga sus 

veces, para que en el término de cinco (5) días allegue con destino a este 

proceso, constancia de publicación, comunicación, notificación de la 

Resolución No. 2507 del 25 de agosto de 2020. En el evento en que esta haya 

sido mediante aviso, se deberán allegar las guías de entrega 

correspondientes.  

 

De otra parte, en la documentación allegada por la parte actora se 

advierte constancia emitida por la Procuraduría General de la Nación de 

fecha 9 de diciembre de 20191, no obstante la misma se emitió con 

anterioridad a la expedición de la Resolución No. 2507 del 25 de agosto de 

2020, por medio de la cual se finalizó la actuación administrativa que ventila 

a través del presente medio de control.   

 

Por tanto, deberá allegar la respectiva constancia conforme lo dispuesto 

por los artículos 352 y 373 de la Ley 640 de 2001, el artículo 42A4 de la Ley 270 

de 1996 y el artículo 2.2.4.3.1.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, sumado a que 

 
1 Archivo“02DemandaYAnexos”, página 102-103.  
2 “ARTICULO 35. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD. <Artículo modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo texto es el 

siguiente:> En los asuntos susceptibles de conciliación, la conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para 

acudir ante las jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en la presente ley para 

cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse el requisito de procedibilidad mediante la conciliación 

en equidad.” (Negrillas fuera de texto) 
3 “ARTICULO 37. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN ASUNTOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. <Artículo corregido por el 

Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, el texto corregido es el siguiente:> Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los 

artículos 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes, individual o conjuntamente, deberán formular solicitud de 

conciliación extrajudicial, si el asunto de que se trate es conciliable. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de 

conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.” (Negrillas 

fuera de texto) 
4 “ARTÍCULO 42A. CONCILIACIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. <Artículo adicionado 

por el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean 

conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.” 

(Negrillas fuera de texto) 
5 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. Podrán 

conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los distintos 

órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales 
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en la demanda se manifiesta que al ser un asunto aduanero, no es 

susceptible de agotar el mencionado requisito, argumento que no 

comparte este Despacho toda vez que ni el decomiso aduanero, ni la 

definición de la situación jurídica de la mercancía son asuntos tributarios, por 

el contrario, son asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial, motivo 

por el que deberá ser allegada. 

 

Así las cosas, se ordena requerir a la parte demandante, para que en el 

término de cinco (5) días allegue con destino a este proceso constancia 

emitida por la Procuraduría General de la Nación.    

  

Se deberá advertir que la documentación requerida deberá ser aportada 

en medio digital, vía correo electrónico a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, sin 

que sea necesaria la radicación física de los documentos ni el envío al 

correo electrónico de este Despacho. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

JUEZ 
FNQR 

AS.  

 

 

 

 

 

 

 

 
pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de los medios de control previstos en los artículos 138, 140 

y 141 del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo.” (Negrillas fuera de texto) 



RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 4 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 

Bogotá, 29 de abril de 2021 
 

Referencia: 11001 – 3334 – 004 – 2021 – 00038 – 00 

Medio de Control: Nulidad y restablecimiento del derecho 

Demandante: Fundación Educacional Nuevo Retiro 

  Demandado:  Secretaria de Integración Social de Bogotá 

 

Ingresan las diligencias al Despacho, con miras a resolver sobre su admisión, 

inadmisión o rechazo, de no ser por las siguientes consideraciones. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La Fundación Educacional Nuevo Retiro actuando por intermedio de 

apoderada y en ejercicio del medio de control de nulidad planteó las 

siguientes pretensiones: 

 
“PRIMERA: Que se declare la nulidad de la Resolución No. 0803 de 08 de abril 

de 2019 por medio de la cual se liquidó unilateralmente el Convenio de 

Asociación No. 2683 de 2017 y con la que se ordenó a FUNDACIÓN 

EDUCACIONAL NUEVO RETIRO -FENUR- pagar la suma de CIENTO CUATRO 

MILLONES SETECIENTOS NUEVE MIL SEISCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS 

($104.709.662) M/Cte. de acuerdo con los supuestos fácticos y jurídicos que 

fundamentan esta solicitud.  

SEGUNDA: Que, como consecuencia de lo anterior, se declare la nulidad de 

la Resolución No. 1472 del 18 de julio de 2019 mediante el cual se resolvió el 

Recurso de Reposición y en subsidio de Apelación contra la resolución 

anterior.  

TERCERA: Que se ordene a la SECRETARÍA DE INTEGRACIÓN SOCIAL devolver 

todos los dineros que hubiere recibido de FENUR como consecuencia de las 

resoluciones anuladas y/o de procesos de cobro coactivo adelantados por 

la SECRETARIA DE HACIENDA DISTRITAL DE BOGOTÁ.  

CUARTO: Que se condene en costas y agencias en derechos a la 

demandada.” 
 

Así las cosas, este Despacho encuentra que no tiene competencia para 

conocer del asunto, conforme a las siguientes consideraciones. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 141 del C.P.A.C.A., contiene el medio de control de controversias 

contractuales, en los siguientes términos: 
 

“ARTÍCULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes 

de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su 

nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se 

declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se 

condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras 

declaraciones y condenas. (…). 

 

Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la 

actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 
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137 y 138 de este Código, según el caso. 

 

(…)” (Negrillas fuera de texto). 

 

Al respecto, el Consejo de Estado1 precisó que los conflictos surgidos con 

ocasión de actos previos a la celebración del contrato estatal, serían 

discutidos a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, y los que surgieran en las etapas contractual y post contractual, 

corresponderían de manera exclusiva al medio de control de controversias 

contractuales. 

 

- CASO CONCRETO 

 

Como ya se indicó previamente, en el presente asunto la parte demandante 

pretende, entre otras cosas, la declaratoria de nulidad de la Resolución No. 

0803 de 8 de abril de 2019, por medio de la cual se liquidó unilateralmente 

el Convenio de Asociación No. 2683 de 2017, suscrito entre la Secretaria 

Distrital de Integración Social y la Fundación Educacional Nuevo Retiro.   

 

Así las cosas, es claro que el acto mencionado hace parte de la etapa 

contractual del proceso de asociatividad adelantado por la Secretaria 

Distrital de Integración Social, motivo por el que en su contra procede el 

medio de controversias contractuales, en los términos del artículo 141 del 

C.P.A.C.A., que dispone:  

 
“ARTÍCULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes 

de un contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su 

nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento, que se 

declare la nulidad de los actos administrativos contractuales, que se 

condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras 

declaraciones y condenas. (…). 

 

Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la 

actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 

137 y 138 de este Código, según el caso. 

 

(…)”(negrillas fuera de texto).  

 

Así las cosas, la competencia para conocer de este asunto está asignada a 

los Jueces de la Sección Tercera, en atención a lo dispuesto por el artículo 

segundo del Acuerdo PSAA06 – 3345 de 2006 del Consejo Superior de la 

Judicatura y el artículo 18 del Decreto 2288 de 1989. 

 

Por otra parte, es preciso indicar que en este caso no se encuentran los 

presupuestos dados por el artículo 165 de la Ley 1437 de 2011, ya que la parte 

demandante está ejerciendo control judicial respecto del acto contractual 

que liquidó unilateralmente el convenio de asociación No. 2632 de 2017, 

susceptible de ser analizado a través del medio de control señalado. 

 

 
1 Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección B. Sentencia de 10 de julio de 2017. C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 

Radicado 68001-23-33-000-2013-00766-01(49856). En esta oportunidad, la Corporación se encontraba resolviendo un 

conflicto de competencias presentado entre los Tribunales Administrativos de Cundinamarca y Santander, y hace un 

recuento histórico de las posturas jurisprudenciales que han existido en relación con la posibilidad de demandar los 

actos separables de los contratos estatales, y la acción o medio de control jurídicamente correcta. 
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En el evento en que el Despacho al que sea asignado el conocimiento de 

la presente demanda, considere que no cuenta con competencia para 

ello, esta Sede Judicial propone desde ya conflicto negativo de 

competencias para lo correspondiente. 

 

Por lo anterior, el Despacho; 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. - ABSTENERSE DE AVOCAR CONOCIMIENTO del proceso de la 

referencia, de conformidad con las consideraciones de la presente providencia. 

 

SEGUNDO. - DECLARAR la falta de competencia de este Despacho para 

conocer del asunto. 

 

TERCERO. - PROPONER CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA, en caso que 

al Despacho de la Sección tercera al que se asigne el conocimiento de este 

proceso, considere no tener competencia, por las razones expuestas en la 

parte motiva de esta providencia. 

 

CUARTO. - REMITIR el expediente de manera inmediata, vía correo 

electrónico, a la Oficina de Apoyo, para que sea repartido entre los Jueces 

Administrativos del Circuito de Bogotá – Sección Tercera. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

                                                
LALO ENRIQUE OLARTE RINCÓN 

Juez 
 

 
FNQR 

A.I 

 

 


